
 

 

 

 
 

 
 

 

 

 

Asunto:
 

 
RECIENTE NORMATIVA DE INTERÉS 
 
 
Contenido:

 
 
Apreciados miembros de AVS:  
 
Seguidamente analizamos la normativa publicada en el último mes, siendo la más destacada la 
referida a continuación: 
 

 Ley 1/2023, de 20 de febrero, de Cooperación para el Desarrollo Sostenible y la 
Solidaridad Global. BOE núm. 44, de 21/02/2023. 
https://www.boe.es/buscar/pdf/2023/BOE-A-2023-4512-consolidado.pdf 

 
 Ley 2/2023, de 20 de febrero, reguladora de la protección de las personas que informen 

sobre infracciones normativas y de lucha contra la corrupción. BOE núm. 44, de 
21/02/2023. 
https://www.boe.es/buscar/pdf/2023/BOE-A-2023-4513-consolidado.pdf 

 
Otra normativa: 
 

 Resolución de 20 de enero de 2023, de la Secretaría de Estado de Derechos Sociales, 
por la que se publica el Acuerdo Marco del Consejo Territorial de Servicios Sociales y 
del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia para dar solución al 
sinhogarismo impulsado por la Estrategia nacional para la lucha contra el sinhogarismo 
en España 2023-2030. BOE núm. 31, de 6 de febrero de 2023. 
https://www.boe.es/boe/dias/2023/02/06/pdfs/BOE-A-2023-3092.pdf 
 

 Resolución de 3 de febrero de 2023, de la Presidencia del Instituto Nacional de 
Estadística y de la Dirección General de Cooperación Autonómica y Local, por la que se 
modifica la de 17 de febrero de 2020, por la que se dictan instrucciones técnicas a los 
Ayuntamientos sobre gestión del Padrón municipal. BOE núm. 33, de 8 de febrero 
de 2023. 
https://www.boe.es/boe/dias/2023/02/08/pdfs/BOE-A-2023-3291.pdf 

 
 Real Decreto 64/2023, de 8 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 

34/2006, de 30 de octubre, sobre el acceso a las profesiones de la Abogacía y la 
Procura. BOE núm. 34, de 9 de febrero de 2023. 
https://www.boe.es/buscar/pdf/2023/BOE-A-2023-3344-consolidado.pdf 
 

 Corrección de erratas de la Resolución de 3 de febrero de 2023, de la Presidencia del 
Instituto Nacional de Estadística y de la Dirección General de Cooperación Autonómica 
y Local, por la que se modifica la de 17 de febrero de 2020, por la que se dictan 
instrucciones técnicas a los Ayuntamientos sobre gestión del Padrón municipal. BOE 
núm. 35, de 10 de febrero de 2023. 
https://www.boe.es/boe/dias/2023/02/10/pdfs/BOE-A-2023-3512.pdf 
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 Orden PCM/126/2023, de 10 de febrero, por la que se crea y regula la Comisión de 

seguimiento de la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección integral de la 
infancia y la adolescencia frente a la violencia. BOE núm. 38, de 14/02/2023. 
https://www.boe.es/buscar/pdf/2023/BOE-A-2023-3845-consolidado.pdf 
 

 Real Decreto 99/2023, de 14 de febrero, por el que se fija el salario mínimo 
interprofesional para 2023. BOE núm. 39, de 15/02/2023. 
https://www.boe.es/buscar/pdf/2023/BOE-A-2023-3982-consolidado.pdf 

 
 Resolución de 9 de febrero de 2023, de la Secretaría General de Financiación 

Autonómica y Local, por la que se desarrolla la información a suministrar por las 
Corporaciones locales relativa al esfuerzo fiscal de 2021 y su comprobación en las 
Delegaciones de Economía y Hacienda. BOE núm. 40, de 16 de febrero de 2023 
https://www.boe.es/boe/dias/2023/02/16/pdfs/BOE-A-2023-4133.pdf 
 

 Resolución de 7 de febrero de 2023, de la Tesorería General de la Seguridad Social, 
mediante la que se establece un procedimiento de colaboración de las entidades 
financieras en la gestión de obtención de información y práctica del embargo por medios 
telemáticos de los pagos efectuados a través de Terminales de Punto de Venta a 
deudores de la Seguridad Social. BOE núm. 41, de 17 de febrero de 2023. 
https://www.boe.es/boe/dias/2023/02/17/pdfs/BOE-A-2023-4238.pdf 
 

 Resolución de 15 de febrero de 2023, de la Secretaría General de Financiación 
Autonómica y Local, por la que se establecen instrucciones relativas al calendario de 
aplicación de los procedimientos para financiar la cancelación de obligaciones 
pendientes de pago a proveedores de determinadas Entidades Locales y al contenido 
de los planes de ajuste y su posible revisión en el ámbito de dichos procedimientos. 
BOE núm. 42, de 18 de febrero de 2023. 
https://www.boe.es/boe/dias/2023/02/18/pdfs/BOE-A-2023-4353.pdf 

 
 Real Decreto 117/2023, de 21 de febrero, por el que se establecen los umbrales de 

renta y patrimonio familiar y las cuantías de las becas y ayudas al estudio para el curso 
2023-2024, y se modifica parcialmente el Real Decreto 1721/2007, de 21 de diciembre, 
por el que se establece el régimen de las becas y ayudas al estudio personalizadas. 
BOE núm. 45, de 22/02/2023. 
https://www.boe.es/buscar/pdf/2023/BOE-A-2023-4652-consolidado.pdf 
 

 Real Decreto 119/2023, de 21 de febrero, por el que se modifican el Real Decreto 
1100/2021, de 10 de diciembre, por el que se regula la concesión directa de 
subvenciones a las comunidades autónomas y a las ciudades de Ceuta y Melilla para el 
desarrollo de actuaciones de la inversión «Nuevos proyectos territoriales para asegurar 
la accesibilidad universal a la vivienda a personas mayores, con discapacidad y/o en 
situación de dependencia», en el marco del Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia, y el Real Decreto 670/2022, de 1 de agosto, por el que se regula la 
concesión directa de subvenciones a diversas entidades para la realización de 
proyectos de innovación tecnológica, investigación y divulgación científica en materia de 
accesibilidad universal, así como para la creación de un centro español de accesibilidad 
cognitiva y un centro piloto sobre trastorno del espectro del autismo, en el marco del 
Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia. BOE núm. 45, de 22 de febrero de 
2023. 
https://www.boe.es/boe/dias/2023/02/22/pdfs/BOE-A-2023-4654.pdf 

 
 Resolución de 14 de febrero de 2023, de la Dirección General de la Tesorería General 

de la Seguridad Social, por la que se regula la tramitación electrónica automatizada de 
la emisión de certificados de estar al corriente en las obligaciones de Seguridad Social e 
informes de deuda pendiente. BOE núm. 49, de 27 de febrero de 2023. 
https://www.boe.es/boe/dias/2023/02/27/pdfs/BOE-A-2023-5257.pdf 
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 Orden HFP/188/2023, de 27 de febrero, por la que se aprueba la relación de valores 

negociados en centros de negociación, con su valor de negociación medio 
correspondiente al cuarto trimestre de 2022, a efectos de la declaración del Impuesto 
Sobre el Patrimonio del año 2022 y de la declaración informativa anual acerca de 
valores, seguros y rentas, y por la que se modifica la Orden HAC/612/2021, de 16 de 
junio, por la que se aprueba el modelo 179, "Declaración informativa trimestral de la 
cesión de uso de viviendas con fines turísticos" y se establecen las condiciones y el 
procedimiento para su presentación. BOE núm. 50, de 28 de febrero de 2023. 
https://www.boe.es/boe/dias/2023/02/28/pdfs/BOE-A-2023-5260.pdf 
 

 Orden TED/189/2023, de 21 de febrero, por la que se crea la División de Proyectos de 
Energía Eléctrica. BOE núm. 50, de 28 de febrero de 2023. 
https://www.boe.es/boe/dias/2023/02/28/pdfs/BOE-A-2023-5261.pdf 
 

Otros documentos/información de interés: 
 

 Observatorio de la Gestión Pública ObGP 
Observatorio de la Gestión Pública (obgp.es) 

 
 Mitma actualiza el Sistema Estatal de Referencia del precio del Alquiler de Vivienda 

para el periodo 2015-2021 
Mitma actualiza el Sistema Estatal de Referencia del precio del Alquiler de Vivienda 
para el periodo 2015-2021 | Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana 
 

 Endeudamiento a largo plazo de las entidades locales: actualización normativa 2023 
Newsletter Enero-Febrero 2023 (mailchi.mp) 

 
 Buscador de convocatorias. Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia. 

Enlace: https://planderecuperacion.gob.es/ 
 

 
 
1.- LEY 1/2023, DE 20 DE FEBRERO, DE COOPERACIÓN PARA EL DESARROLLO 
SOSTENIBLE Y LA SOLIDARIDAD GLOBAL 
 
 
La ley 1/2023, de 20 de febrero, publicada en el Boletín Oficial del Estado del 21, reconoce a los 
entes locales como actores de la Cooperación, y como tales les atribuye un mayor 
protagonismo y sobre todo abre posibilidades de actuar con el resto de administraciones, 
ONGD, Organizaciones de la Sociedad Civil y otros actores. 
 
La norma impulsa un nuevo paradigma de la cooperación al desarrollo sostenible en su doble 
vertiente de política pública y elemento integral, central y definitorio de la acción exterior del 
Estado a partir de una visión transformadora. El objetivo es el de promover la sostenibilidad en 
todas sus dimensiones, fomentando la inclusión y la participación, la igualdad y la equidad, la 
transparencia y la responsabilidad, de forma que nadie quede atrás, considerando todos los 
factores de discriminación y su intersección. 
 
Esta nueva ley de cooperación se compromete a consolidar la integración del enfoque de 
género en el desarrollo de todos los instrumentos de gestión, reforzando capacidades, 
asumiendo un compromiso mayor por la lucha contra todas las formas de violencia de género y 
de discriminación, promoviendo el empoderamiento de las mujeres, niñas y adolescentes en 
todos los ámbitos. 
 
La ley se estructura en cinco capítulos: 
 

1. Dedicado a la política española de cooperación para el desarrollo sostenible y la 

https://www.obgp.es/index.php
https://www.mitma.gob.es/el-ministerio/sala-de-prensa/noticias/mie-01032023-1024
https://mailchi.mp/763d8fb34bee/news-ages-ene-feb-23?e=9feadec26d
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solidaridad global. En este capítulo primero se reafirma la visión solidaria de la 
cooperación española, como principio transversal y elemento distintivo de la acción 
exterior de España, que de esa manera se alinea con las metas globales de lucha 
contra la pobreza y las desigualdades y de desarrollo sostenible. Junto a sus 
dimensiones sociales y económicas, contempla la dimensión ambiental, en particular en 
materia de clima y biodiversidad, así como los objetivos de paz, justicia e instituciones 
sólidas. Se recoge, en particular, el mandato de alcanzar, en el plazo acordado por la 
UE, el 0,7 % de la RNB como Ayuda Oficial al Desarrollo (en adelante, AOD) para 
contar con las capacidades y recursos necesarios para responder a los compromisos 
multilaterales. Finalmente, se recogen en un artículo específico las prioridades 
geográficas y temáticas, que serán establecidas periódicamente en los sucesivos 
Planes Directores y otros instrumentos de planificación.  

 
2. El capítulo II se compone de cinco secciones: la 1.ª, titulada «Planificación, Seguimiento 

y Evaluación de la cooperación española para el desarrollo sostenible. La 2.ª sección 
tiene por objeto regular los instrumentos y modalidades. La sección 3.ª recoge las 
acciones públicas complementarias de la cooperación para el desarrollo sostenible. A 
su vez, la sección 4.ª regula la acción humanitaria en la que se reconoce su 
especificidad y su marco normativo diferenciado en el Derecho Internacional; La sección 
5.ª de este capítulo II, dedicada a la cooperación financiera para el desarrollo 
sostenible.  

 
3. El capítulo III , está dedicado a los órganos competentes en la formulación de la política 

de cooperación para el desarrollo sostenible 
 

4. El capítulo IV tiene por objeto regular los órganos competentes en la ejecución de la 
política española de cooperación para el desarrollo sostenible, a lo largo de tres 
secciones .Concretamente la sección 2.ª se refiere a la cooperación descentralizada de 
las comunidades autónomas y entes locales, reconociendo sus capacidades, aporte y 
valor diferencial como expresión plural y solidaria, y como vía de participación en el 
sistema de la cooperación española de sus administraciones y sociedades.  

 
5. Por último, el capítulo V regula en su sección 1.ª el personal al servicio de la 

Administración General del Estado y del sector público institucional, en el ámbito de la 
cooperación para el desarrollo sostenible. 
 

 
 
2.- LEY 2/2023, DE 20 DE FEBRERO, REGULADORA DE LA PROTECCIÓN DE LAS 
PERSONAS QUE INFORMEN SOBRE INFRACCIONES NORMATIVAS Y DE LUCHA 
CONTRA LA CORRUPCIÓN 
 
 
En el BOE número 44, de 20 de febrero de 2023, aparece publicada la Ley 2/2023, de 20 de 
febrero, reguladora de la protección de las personas que informen sobre infracciones 
normativas y de lucha contra la corrupción. 
 
1. DIRECTIVA UE 2019/1937 
 
Con la aprobación de esta ley se incorpora al Derecho español la Directiva (UE) 2019/1937 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2019. 
 
La citada Directiva regula aspectos mínimos que han de satisfacer los distintos cauces de 
información a través de los cuales una persona física que sea conocedora en un contexto 
laboral de una infracción del Derecho de la Unión Europea, pueda dar a conocer la existencia 
de la misma.  
 
En concreto, obliga a contar con canales internos de información a muchas empresas y 
entidades públicas porque se considera, que es preferible que la información sobre prácticas 
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irregulares se conozca por la propia organización para corregirlas o reparar lo antes posible los 
daños. 
 
Además de tales canales internos, exige la Directiva la determinación de otros canales de 
información, denominados «externos», con el fin de ofrecer a los ciudadanos una comunicación 
con una autoridad pública especializada, lo que les puede generar más confianza al disipar su 
temor a sufrir alguna represalia en su entorno. Estos dos claros objetivos de la Directiva, 
proteger a los informantes y establecer las normas mínimas de los canales de información, se 
incorporan en el contenido de esta ley.  
 
2. LEY 2/2023 
 
La norma protege, entre otros, a los informantes que hayan obtenido información sobre 
infracciones en un contexto laboral o profesional. 
 
En su ámbito de aplicación están incluidos los casos en los que el informante haya obtenido la 
información revelada, 

 en el marco de una relación laboral ya finalizada, así como  
 durante el proceso de selección o de negociación precontractual. 

 
Asimismo, la ley también prevé medidas de protección a los representantes legales de los 
trabajadores en el ejercicio de sus funciones de asesoramiento y apoyo al informante. 
 
Se prohíben expresamente los actos constitutivos de represalia contra las personas que 
presenten una comunicación conforme a lo previsto en la ley. 
 
A los efectos de lo previsto en la ley, y a título enunciativo, se consideran represalias las que se 
adopten en forma de:  
 

1. suspensión del contrato de trabajo,  
2. despido o extinción de la relación laboral (incluyendo la no renovación o la terminación 

anticipada de un contrato de trabajo temporal una vez superado el período de prueba),  
3. imposición de cualquier medida disciplinaria,  
4. degradación o denegación de ascensos,  
5. modificación sustancial de las condiciones de trabajo y  
6. la no conversión de un contrato de trabajo temporal en uno indefinido, en caso de que el 

trabajador tuviera expectativas legítimas de que se le ofrecería un trabajo indefinido, 
entre otras. 

 
La ley se estructura en 68 artículos, seis disposiciones adicionales, tres disposiciones 
transitorias y doce disposiciones finales. 
 
El título II de la ley contiene el régimen jurídico del Sistema interno de información que 
abarca tanto  

 el canal, entendido como buzón o cauce para recepción de la información,  
 como el Responsable del Sistema y el procedimiento.  

 
El Sistema interno de información debería utilizarse de manera preferente para canalizar la 
información, pues una actuación diligente y eficaz en el seno de la propia organización podría 
paralizar las consecuencias perjudiciales de las actuaciones investigadas. No obstante, el 
informante puede elegir el cauce a seguir, interno o externo, según las circunstancias y los 
riesgos de represalias que considere. En este título se dedica un primer capítulo a las 
disposiciones aplicables tanto en el sector público como en el privado. 
 
Estos canales de denuncias, mediante el anonimato, han colaborado a instituir un instrumento 
esencial para la «compliance» de una empresa y ha sido fundamental para poder recibir 
denuncias graves que de otra manera las personas trabajadoras y los colaboradores no se 
atreverían a señalar por temor a represalias en caso de ser identificados.  
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Algunas comunidades autónomas igualmente han extendido su protección a las denuncias 
anónimas y han establecido canales para su recepción. La ley diferencia la extensión de la 
obligación de configurar estos canales internos en el ámbito de las organizaciones privadas de 
las que pertenecen al sector público.  
 
En el ámbito privado, siguiendo la previsión de la Directiva, estarán obligadas a configurar un 
Sistema interno de información todas aquellas empresas que tengan más de cincuenta 
trabajadores. En los grupos de empresas será la sociedad dominante la que pueda implantar los 
principios y políticas que inspiren la organización del Sistema para la adecuada organización y 
coordinación de los canales en cada una de las entidades que forman parte de aquel. Siendo 
conscientes del coste que esta nueva carga pueda generar en las empresas, la ley admite que 
aquellas que, superando la cifra de cincuenta trabajadores cuenten con menos de doscientos 
cincuenta, puedan compartir medios y recursos para la gestión de las informaciones que 
reciban, quedando siempre clara la existencia de canales propios en cada empresa.  
 
No obstante, con independencia del número de empleados, se obliga a contar con un Sistema 
interno de información a todos los partidos políticos, sindicatos, organizaciones empresariales, 
así como a las fundaciones que de los mismos dependan, siempre que reciban fondos públicos 
para su financiación.  
 
Han de configurar tal Sistema las Administraciones públicas, ya sean territoriales o 
institucionales, las autoridades independientes u otros organismos que gestionan los servicios 
de la Seguridad Social, las universidades, las sociedades y fundaciones pertenecientes al sector 
público, así como las corporaciones de Derecho Público.  
 
Se impone también contar con un Sistema interno de información a todos los órganos 
constitucionales y de relevancia constitucional, así como aquellos mencionados en los Estatutos 
de Autonomía.  
 
Se extiende a todos los municipios la obligación de contar con un Sistema interno de 
información. Tal obligación se acompaña de ciertas precisiones con el fin de facilitar su 
cumplimiento a aquellos municipios cuya población no supere los diez mil habitantes.  
 
La ley permite que estos municipios puedan compartir medios para la recepción de 
informaciones con otras Administraciones que ejerzan sus competencias en la misma 
comunidad autónoma.  
Esta posibilidad no exime que cada administración local tenga un responsable de su sistema 
interno de informaciones. 
 
Por otra parte, se prevé que la gestión material del Sistema interno de información se realice 
mediante modalidades de gestión indirecta, si bien la atribución por parte de las 
Administraciones territoriales a un tercero de la gestión del Sistema interno de información 
requerirá que acrediten la insuficiencia de medios propios para poder realizar la función.  
 
El plazo máximo para el establecimiento de los sistemas internos de información es de tres 
meses desde la entrada en vigor de la ley, que se producirá a los veinte días de su publicación 
en el Boletín Oficial del Estado. 
 
La ley prevé un sistema de infracciones y sanciones considerando infracción muy grave el 
incumplimiento de la obligación de disponer de un sistema interno de información, para lo que 
establece como sanción multas que van desde 600.001 a 1.000.000 euros, en el caso de las 
personas jurídicas. 
 
3. MODIFICACIÓN DE LA LEY 9/2017, DE 8 DE NOVIEMBRE, DE CONTRATOS DEL 

SECTOR PÚBLICO, POR LA QUE SE TRANSPONEN AL ORDENAMIENTO JURÍDICO 
ESPAÑOL LAS DIRECTIVAS DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO 
2014/23/UE Y 2014/24/UE, DE 26 DE FEBRERO DE 2014 
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La ley 2/2023 añade una prohibición de contratar a la LCSP. La disposición Final Sexta de la ley 
2/2023 da nueva redacción al art. 71.1 b) LCSP, posteriormente la ley la ley 4/2023 de 28 de 
febrero, para la igualdad real y efectiva de las personas trans y para la garantía de los 
derechos de las personas LGTBI, publicada en el BOE de 1 de marzo ( que avanzamos pero 
trataremos en la circular de marzo) quita la prohibición establecida por la ley 2/2023 y añade 
otra, derogando la D. Final 6 dándole una nueva redacción . 
 

 Ley 2/2023, de 20 de febrero, reguladora de la protección de las personas que 
informen sobre infracciones normativas y de lucha contra la corrupción. 

 
Disposición final sexta. Modificación de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos 
del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las 
Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de 
febrero de 2014.  
 
Se modifica la letra b) del apartado 1 del artículo 71 de la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento 
jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 
2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, que queda redactada como sigue:  
 
«b) Haber sido sancionadas con carácter firme por infracción grave en materia 
profesional que ponga en entredicho su integridad, de disciplina de mercado, de 
falseamiento de la competencia, de integración laboral y de igualdad de oportunidades y 
no discriminación de las personas con discapacidad, o de extranjería, de conformidad 
con lo establecido en la normativa vigente; o por infracción muy grave en materia 
medioambiental de conformidad con lo establecido en la normativa vigente, o por 
infracción muy grave en materia laboral o social, de acuerdo con lo dispuesto en el texto 
refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, así como por la infracción grave 
prevista en el artículo 22.2 del citado texto; o por las infracciones muy graves previstas 
en la Ley reguladora de la protección de las personas que informen sobre infracciones 
normativas y de lucha contra la corrupción. 

 
 Ley 4/2023, de 28 de febrero, para la igualdad real y efectiva de las personas trans 

y para la garantía de los derechos de las personas LGTBI, se ha publicado en el 
BOE de 1 de marzo y entrará en vigor el 2 de marzo de 2023. 

 
Disposición final decimoséptima. Modificación de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público. 
 
Uno. Se modifica la letra b) del apartado 1 del artículo 71 de la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre de Contratos del Sector Público, que queda redactada en los siguientes 
términos: 
 
«b) Haber sido sancionadas con carácter firme por infracción grave en materia 
profesional que ponga en entredicho su integridad, de disciplina de mercado, de 
falseamiento de la competencia, de integración laboral y de igualdad de oportunidades y 
no discriminación de las personas con discapacidad, o de extranjería, de conformidad 
con lo establecido en la normativa vigente; o por infracción muy grave en materia 
medioambiental de conformidad con lo establecido en la normativa vigente, o por 
infracción muy grave en materia laboral o social, de acuerdo con lo dispuesto en el texto 
refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, así como por la infracción grave 
prevista en el artículo 22.2 del citado texto o por infracción grave o muy grave en 
materia de igualdad de trato y no discriminación por razón de orientación e 
identidad sexual, expresión de género o características sexuales, cuando se 
acuerde la prohibición en los términos previstos en la Ley para la igualdad real y 
efectiva de las personas trans y para la garantía de los derechos de las personas 
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LGTBI.» 
 
Dos. Se añade un apartado 3 bis al artículo 122 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre de 
Contratos del Sector Público con el siguiente contenido: 
 
«3 bis. Las Administraciones públicas incorporarán en los pliegos de cláusulas 
administrativas particulares condiciones especiales de ejecución o criterios de 
adjudicación dirigidos a la promoción de la igualdad de trato y no discriminación por 
razón de orientación sexual, identidad sexual, expresión de género y características 
sexuales, siempre que exista vinculación con el objeto del contrato.» 
 

Puedes ampliar esta información a través del curso jurídico online que se inicia el 20 de marzo. 
https://gestorespublicos.org/noticias/ver/nuevo-curso-online-de-avs-el-gestor-publico-en-2023-
novedades-legislativas-y-de-gestion 
 
 
Un cordial saludo, 
 
Ana Silvestre Navarro 
Juan Manuel Pérez Mira 
Enrique Bueso Guirao 
Jesús Bellido Sánchez 
 
 
 
 
 

 
 


